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1.- VISTOS 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación contra la providencia interlocutoria de fecha once (11) de noviembre de 2009, por medio de la cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital con función de conocimiento, decidió anular la actuación a partir incluso de la audiencia de imputación, en el proceso que se adelanta por el delito de fabricación, tráfico y porte de estupefacientes, donde figura acusado el señor CARLOS ANDRÉS QUINTERO SALAZAR.
2.- PRECENDENTES

La Fiscalía imputó al indiciado QUINTERO SALAZAR autoría material en el punible de fabricación, tráfico y porte de estupefacientes, de conformidad con lo establecido en el artículo 376 del Código Penal, en atención a que fue sorprendido por la guardia penitenciaria del centro de reclusión masculino de esta capital, cuando pretendía ingresar oculto en sus partes íntimas un elemento cilíndrico envuelto en preservativo que contenía marihuana en cantidad de 118.5 gramos. El incriminado ACEPTÓ los cargos que le fueron formulados en esas particulares condiciones.
Con posterioridad, el delegado Fiscal presentó escrito de acusación de fecha 03-11-09, por medio del cual se da a conocer que la Fiscalía le reprocha al procesado QUINTERO SALAZAR una conducta de fabricación, tráfico y porte de estupefacientes, al tenor de lo dispuesto en el artículo 376 del Código Penal, más la agravante del artículo 384 literal b del numeral 1º del mismo estatuto.

La juez de instancia a quien correspondió el conocimiento de este trámite, convocó para la respectiva audiencia de individualización de pena y sentencia (11-11-09), dentro de la cual y una vez escuchadas las intervenciones acerca de las condiciones individuales, familiares y sociales del acusado, dio lectura al fallo de condena y para ese efecto tuvo en consideración únicamente el contenido del escrito de acusación. Al terminar la lectura y avisadas las partes acerca de la posibilidad de interponer los recursos ordinarios, la defensa expresó que contra esa sentencia interponía el de apelación porque la funcionaria había desconocido el principio de congruencia toda vez que su cliente fue condenado por el delito de tráfico de estupefacientes (art. 376 C.P.) agravado por realizarse la conducta en establecimiento carcelario (literal b, numeral 1º del art. 384 C.P.), cuando la realidad es que esa agravante específica no había sido expuesta por la Fiscalía al momento de la imputación.

La titular del despacho solicitó una aclaración a ese respecto al titular del órgano de la persecución penal, quien efectivamente admitió que por parte de la Fiscalía se había incurrido en una omisión sustancial porque en verdad esa agravación, si se había mencionado en la parte fáctica pero no sucedió igual en cuanto a la imputación jurídica, motivo por el cual presenta excusas por haber mencionado ese artículo 384 ibidem en el escrito acusatorio cuando no había sido citado en la imputación.
La a quo, advertida de la sustancial inconsistencia, dijo que como estaba en tiempo para adoptar alguna otra determinación diferente y podía “corregir o aclarar su fallo en ese instante”, optaba entonces por decretar la nulidad desde la audiencia de imputación porque a su juicio se había presentado una incongruencia entre la imputación fáctica y la imputación jurídica, cuyo único remedio tenía que ser con la invalidación de lo actuado a efectos de reponer la afectación al debido proceso y al principio de legalidad.

Lo que se esperaría en este momento de parte de la Sala, sería un pronunciamiento de fondo en cuanto al busilis del asunto, es decir, si procede o no introducir en el fallo de condena que en derecho corresponde, la circunstancia de agravación específica contenida en el literal b del numeral 1º del artículo 384 del Código Penal que no fue tenida en consideración desde el punto de vista jurídico dentro de la imputación y sí en el escrito posterior de acusación que presentó la Fiscalía. Empero, a ello no procederá la Corporación en tanto lo que se observa es que el proceso no subió al Tribunal en apelación de la sentencia sino del auto que posteriormente profirió la juez de instancia al anular en forma oficiosa este trámite desde la audiencia de imputación inclusive.

Es por tanto a esa concreta decisión interlocutoria y no a la sentencia en sí misma considerada a lo que nos debemos limitar. Lo cual significa que el problema a abordar es netamente procedimental y está referido a si la titular del despacho de conocimiento estaba facultada por ley para proceder en la forma en que lo hizo. 
Desde ya diremos que a juicio del Tribunal la juzgadora no podía emitir una providencia interlocutoria luego de haber proferido la sentencia, de haberla notificado a las partes en estrados y de haberse interpuesto un recurso de apelación en su contra por parte del defensor. Así lo decimos, porque ya para ese momento lo único que se podía hacer era conceder la impugnación interpuesta para que la segunda instancia entrara a decidir lo pertinente.

La juez había perdido en ese momento competencia para proferir esa nulidad y debía darle trámite al recurso interpuesto por ser el medio expedito para introducir las correcciones a que hubiera lugar, entre ellas obviamente la posibilidad de que por parte del superior se decretara o no la nulidad que la funcionaria avizoró de manera oficiosa. Así lo afirmamos con fundamento en lo siguiente:

El artículo 412 de la Ley 600 de 2000 -coexistente-, consagra un dispositivo referido a la irreformabilidad de la sentencia y textualmente nos dice: “la sentencia no es reformable ni revocable por el mismo juez o sala de decisión que la hubiere dictado, salvo en caso de error aritmético, en el nombre del procesado o de omisión sustancial en la parte resolutiva”. Ese canon no fue expresamente reproducido en el actual estatuto procedimental, pero en aplicación del principio de integración que autoriza el precepto 25 de la Ley 906 de 2004, hay lugar a remitirnos a lo normado en la regla 309 del Código de Procedimiento Civil, que dispone: “La sentencia no es revocable o reformable por el Juez que la pronunció”. La misma disposición le permite al juez aclarar en “auto complementario” los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, dentro del término de ejecutoria, de oficio o a solicitud de interesado, siempre que estén contenidos en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella.
Sobre el tema en ciernes, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha expresado:

“El proceso es la suma de una serie de momentos que confluyen en la formación del juicio que formula la autoridad judicial. Esos momentos son: el cognoscitivo, que supone el conocimiento cierto de los hechos y de las demás circunstancias relevantes del conflicto y la determinación de las normas válidas para la solución del mismo; el valorativo, que consiste en la evaluación de tales hechos a la luz de las normas que se juzgan pertinentes para ello, pues precisamente se refieren, en abstracto, a las conductas que el juez ha identificado en concreto; y el decisorio, que se manifiesta en la parte resolutiva del fallo, cuya finalidad es resolver la controversia que originó el proceso, o hacer las declaraciones que se demandan. Estos momentos se desarrollan a través de las etapas que determinan las leyes procesales.
La sentencia con la que concluye el proceso no es un mero acto de voluntad del juez, sino una decisión que implica, en primer término, un juicio de la razón, el cual se expresa en la motivación del fallo y, en segundo orden, una expresión de la voluntad, que se consigna en la parte resolutiva del mismo.

Para que las decisiones de los jueces sean eficaces, es necesario que ellas sean ciertas, vinculantes y obligatorias, es decir, que su existencia no sea cuestionada, que su acatamiento sea forzoso y que en caso de que no sean obedecidas voluntariamente, puedan ser exigibles de manera coactiva.

[…]

De acuerdo con lo que se ha expuesto, las sentencias obligan tanto al juez que las emite como a las partes, a las autoridades públicas y a los particulares sin que les sea dable a ninguno de ellos desconocerlos. Este es el sentido del carácter vinculante del ordenamiento jurídico, sin el cual las decisiones judiciales carecerían de eficacia.

Ahora bien: que las sentencias no puedan ser modificadas ni revocadas una vez emitidas, implica que conservan su obligatoriedad hasta tanto sean anuladas, revocadas o reformadas por la autoridad judicial a la que la ley faculta para ello, como en el caso de la consulta, o de la interposición de recursos y acciones por las autoridades públicas y las partes legitimadas. Es de señalar que la autoridad competente para modificar la sentencia o emitir una nueva decisión puede ser incluso el mismo juez que la profirió, pero siempre que medie orden de otra autoridad judicial, como en el caso de que la Corte Suprema de Justicia, al resolver el recurso extraordinario de casación declara la nulidad de la sentencia y ordene remitir nuevamente el expediente al Tribunal o juzgado que incurrió en la causal para que reponga la actuación (art. 375 del C.P.C., en concordancia con el artículo 368.5 ibidem); o cuando un juez, al desatar una acción de tutela, verifica que la decisión constituye una vía de hecho: la revoca y ordena al juez competente que en su lugar dicte la sentencia correcta, y se restablezcan los derechos fundamentales violados, decisión vinculante para aquél, en caso de que ésta se encuentre ejecutoriada…”
 (negrillas excluidas)
En esos términos, la Sala revocará la decisión de nulidad adoptada en la primera instancia y dispondrá que la carpeta retorne al juzgado de origen con el único fin de que la juez de conocimiento reabra la audiencia pública y en uso de sus atribuciones legales decida si concede o no el recurso interpuesto por la defensa contra la sentencia por ella proferida y en el efecto que por ley corresponde; sólo así, adquirirá el Tribunal competencia funcional para resolver de fondo la inconformidad de la defensa en el caso concreto.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la decisión apelada y en su lugar se dispone que la actuación retorne a su lugar de origen para los fines indicados en el cuerpo motivo de esta providencia. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-548 del 30 de octubre de 1997.
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